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CONVENIO DE ASOCIACIÓN No. 202302736 
OBJETO: AUNAR ESFUERZOS PARA BRINDAR PROTECCIÓN, ASISTENCIA SOCIAL Y 
CUIDADO INTEGRAL A LOS ADULTOS MAYORES QUE SE ENCUENTREN EN SITUACIÓN DE 
INDIGENCIA, VULNERABILIDAD, DESPROTECCIÓN FAMILIAR O SOCIAL RESIDENTES EN EL 
CENTRO DE BIENESTAR   ASILO DE SAN ANTONIO.  
ASOCIADO: ASILO DE SAN ANTONIO          
IDENTIFICACIÓN: NIT. 890.102.897-7. 
 
Entre los suscritos, RAÚL JOSÉ LACOUTURE DAZA, mayor de edad, domiciliado en Barranquilla, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 79.788.103  quien en su calidad de Secretario General 
del DEPARTAMENTO DEL ATLANTICO, según delegación conferida mediante acta de posesión y 
debidamente facultado para celebrar contratos y convenios conforme lo establecido en el Decreto 
Departamental 0021 de 2020, en adelante EL DEPARTAMENTO, por una parte, y por la otra, LUZ 
MARINA GOMEZ RAMIREZ, también mayor de edad, identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No. 
21.659.865, en calidad de Representante Legal del ASILO DE SAN ANTONIO, identificada con el Nit 
No 890.102.897-7, Institución Eclesial con Personería Jurídica Canónica otorgada por la Arquidiócesis 
de Barranquilla mediante Decreto No 529 del seis (6) de abril de 1.971, en adelante EL ASOCIADO, 
hemos acordado suscribir el presente Convenio de Asociación, de conformidad a lo dispuesto en los 
estudios previos que forman parte integrante del presente convenio y previas las siguientes 
consideraciones: 1. Que según el artículo 2° de la Constitución Nacional se establece que “Son fines 
esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios y derechos consagrados en la Constitución; (…)”. Así mismo, la Carta 
Política consagra en su artículo 209, que la función administrativa desarrollada por los distintos 
órganos del Estado para garantizar la consecución de los fines estatales deberá estar al servicio del 
interés general y desplegado con arreglo a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad. 2. Que el artículo 366 de la Constitución Política señala que “El 
bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del 
Estado”; previendo el constituyente para tales efectos, que en los planes y presupuestos de la Nación 
y de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. 
3. Que de igual forma, la Constitución en sus artículos 13 y 46, contempla la especial protección del 
Estado y la sociedad a las personas de la tercera edad, de acuerdo con el principio de solidaridad y los 
preceptos del Estado Social de Derecho que inspiran el ordenamiento superior de la siguiente manera: 
Artículo 13: “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 
de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a 
aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” Artículo 46: “El 
Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la 
tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. El Estado les garantizará los 
servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia. 4. Que el Plan 
de Desarrollo “Atlántico para la Gente” (2020 – 2023), como instrumento de Planeación esencial para 
la orientación de las acciones administrativas departamentales, se encuentra estructurado en cuatro 
(4) ejes temáticos, a saber, equidad, dignidad, bienestar e institucionalidad, con los cuales se busca 
impactar favorablemente la vida, la economía y el medio ambiente del territorio atlanticense, contando, 
además, con dos (2) ejes transversales: inclusión y progreso. 5. Que como parte de los propósitos que 
establece el Eje Estratégico Igualdad, se encuentra el de “Promover condiciones que permitan 
garantizar los derechos fundamentales de la gente”, en virtud del cual, se contempla en el artículo 16 
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del mismo Plan de Desarrollo Departamental, el “Programa Atención Integral de Población en 
Situación Permanente de Desprotección Social y/o Familiar”, en cabeza de la Gerencia de Capital 
Social, el cual plantea, entre otros objetivos el de “Ampliar la cobertura de la atención integral a adultos 
mayores. 6. Que el Departamento del Atlántico, a través de la Gerencia de Capital Social tiene la 
misión y facultad para formular, dirigir, implementar y coordinar la política de prevención social del 
Departamento del Atlántico, orientada a proteger y promover a la familia, la juventud, la niñez, el adulto 
mayor y las personas en estado de discapacidad, con el fin de disminuir la pobreza, la inequidad 
social, económica, cultural y la explosión demográfica, contando con la dirección del Consejo 
Departamental de Política social, y actuar conforme a los lineamientos de una función administrativa. 
7. Que, dentro del anterior marco funcional, LA GERENCIA DE CAPITAL SOCIAL DEL ATLÁNTICO 
tiene como funciones las siguientes: • Diseñar, dirigir, coordinar, gestionar, hacer seguimiento y control 

de programas y proyectos de atención integral, formación y capacitación, dirigidos los jóvenes, las 
familias, adulto mayor el respeto por los derechos individuales, la protección y el afecto, la autoestima 
y la construcción de su proyecto de vida basado en valores y respeto hacia los demás. • Promover y 
generar procesos de desarrollo social y económico orientados al mejoramiento de las condiciones de 
vida de los jóvenes en el Atlántico. 8. Que las entidades territoriales deben observar y cumplir los fines 
del Estado, conforme lo consagra el artículo 2º. de la constitución Política de Colombia, el cual prevé lo 
siguiente: “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar 
la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. (…)”. 9. Que el 
Departamento del Atlántico, es una entidad gestora del desarrollo humano, sostenible y productivo del 
territorio, facilitadora de los programas de desarrollo del Gobierno Nacional en interacción con los 
municipios, de conformidad con lo establecido en la Constitución y las leyes. 10. Que el envejecimiento 
humano constituye un proceso multidimensional de los seres humanos que se caracteriza por ser 
heterogéneo, intrínseco e irreversible; inicia en la concepción, se desarrolla durante el curso de vida y 
termina con la muerte. Es un proceso complejo de cambios biológicos y psicológicos de los individuos 
en interacción continua con la vida social, económica, cultural y ecológica de las comunidades, durante 
el transcurso del tiempo (Fernández-Ballesteros, R. 2000). La esperanza de vida a edades por encima 
de los 60 años aumenta de manera significativa: se proyecta en 2050, las mujeres de 70 vivirán en 
promedio hasta los 87,2 años, y las que tengan 80 años lo harán hasta los 89,5 años. Este incremento 
obedece a aspectos tales como la disminución de la natalidad y mortalidad, los desarrollos científicos y 
tecnológicos en todos los campos de la ciencia, y particularmente los derivados de las ciencias de la 
salud y la modificación de la estructura de edad de la población. 11. Que en la Política Colombiana De 
Envejecimiento Humano y Vejez 2015-2024, con respecto al envejecimiento activo, se prevé que: “De 
acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (2002) el envejecimiento activo es “el proceso de 
optimización de oportunidades de salud, participación y seguridad con el objetivo de mejorar la calidad 
de vida a medida que las personas envejecen”.  El envejecimiento activo se aplica tanto a las personas 
como a los grupos humanos. Permite a las personas realizar su potencial de bienestar físico, social y 
mental a lo largo del curso de vida y participar en la sociedad de acuerdo con sus derechos, 
necesidades, intereses, capacidades y oportunidades, mientras que les proporciona protección, 
seguridad y cuidados adecuados, cuando necesitan asistencia. En este contexto es importante 
destacar el papel de las familias como escenarios en los cuales se favorece el envejecimiento activo, 
en sus dimensiones de salud, participación y seguridad, tanto por la confluencia de tres o más 
generaciones como por la contribución de las personas adultas mayores a la familia, a la comunidad y 
a la economía.  También es necesario destacar que los cambios en la condición de las mujeres, 
quienes debido a su ingreso y permanencia en la fuerza laboral han reducido su función tradicional de 
atender a las personas adultas mayores de la familia, así como las consecuencias de la 
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industrialización, la urbanización y la creciente movilidad de la fuerza laboral, están transformando el 
papel de las familias como las únicas fuentes de atención y apoyo a las personas de 60 años o más y 
el lugar y la posición que se reconocía en las familias a las personas adultas mayores (ONU, 1982).  El 
término «activo» hace referencia, no sólo a la capacidad para estar físicamente activo o participar 
como parte de la fuerza de trabajo, sino a una participación continua en las cuestiones económicas, 
políticas, sociales, culturales y espirituales. Las personas adultas mayores que se retiran del trabajo y 
las que están enfermas o viven en situación de dependencia funcional pueden, y deben, seguir 
contribuyendo activamente a sus familias, comunidades, regiones y sociedades. 12. Que uno de los 
aspectos más relevantes del envejecimiento activo está constituido por la educación, entendida como 
derecho fundamental de todas las personas a la educación y al aprendizaje a lo largo de la vida, de 
acuerdo con la evidencia según la cual la capacidad de aprendizaje sólo disminuye hasta edades muy 
avanzadas. La Comisión Europea define el aprendizaje a lo largo de la vida como “el desarrollo del 
potencial humano a través de un proceso sustentador continuo que estimula y faculta a los individuos 
para adquirir todos los conocimientos, valores, destrezas y comprensión que requieran a lo largo de 
toda su vida y aplicarlos con confianza, creatividad y gozo en todos los roles, circunstancias y 
entornos” (IMSERSO, 2011). Los escenarios en que sucede el aprendizaje a lo largo de la vida son 
formales, no formales e informales. La importancia de los factores psicológicos, emocionales, 
cognitivos y comportamentales, frente al envejecimiento activo implican el desarrollo de fortalezas 
humanas como auto-estima, resiliencia, optimismo, vitalidad, bienestar subjetivo, satisfacción con la 
vida o felicidad, durante el curso de vida y particularmente en la vejez. Tales fortalezas humanas, 
estudiadas recientemente por la Psicología y la Gerontología positivas, también incluyen la serenidad, 
inteligencia emocional y social, aprendizaje e inteligencia práctica, modestia y trascendencia, 
presentes a lo largo de la trayectoria vital de los individuos, junto con la capacidad de modificabilidad y 
compensación por declive funcional. El envejecimiento humano es un fenómeno multigeneracional que 
plantea retos fundamentales a los sistemas de protección social integral y a las políticas de empleo en 
los países. Las políticas públicas orientadas a garantizar un envejecimiento activo buscan promover 
condiciones que permitan a las personas tener una vida larga, satisfactoria y saludable. Esto supone 
intervenciones a lo largo del curso de vida para garantizar, entre otros, los derechos a la salud, la 
participación, el empleo, la seguridad de ingresos, la educación, la cultura, la recreación y al medio 
ambiente, y para promover que cada vez más las personas adultas mayores sean personas activas, 
participativas, autónomas, con menores niveles de dependencia funcional; e intervenciones para 
desmitificar la vejez como problema y crear condiciones para que las personas adultas mayores sigan 
participando en la vida política, económica, social y cultural, tanto en los órdenes regional y 
comunitario como en la vida familiar.  El envejecimiento activo reconoce la importancia de crear 
estrategias para la utilización del “tiempo libre” bien sea desde entornos laborales o como prácticas de 
ocio, en tal sentido constituye uno de los pilares fundamentales del Plan Nacional de Recreación 
2020– 2026, en el itinerario 5 Una Vida con Resultado, en el cual se prevé Favorecer una vida con 
SENTIDO a través de experiencias recreativas realizadoras, entre sus prioridades se encuentra la 
evaluación de la Estrategia Nacional de Recreación con y para Personas Mayores, incluido el 
Programa Nacional Encuentros Culturales y recreativos para las Personas Mayores – Nuevo 
Comienzo: Otro Motivo para Vivir, para su fortalecimiento técnico y medición y ampliación de sus 
resultados. El envejecimiento activo se orienta a todas las personas y colectivos e impacta 
positivamente los costos de la atención en salud, y los niveles de bienestar subjetivo y social, pero 
exige una planificación regida por las necesidades reales de la población en general, para garantizar el 
mejoramiento de la calidad de vida de todas y todos los habitantes de Colombia. En este contexto 
también resulta importante considerar las consecuencias de la interrelación emergente, establecida 
entre envejecimiento activo y longevidad saludable, toda vez que la longevidad constituye uno de los 
fenómenos más relevantes de la actualidad y representa la capacidad de las personas de vivir 
alrededor de 30 años extras, una vez alcanzados los 60 años de edad. La principal estrategia a través 
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de la cual los gobiernos departamentales, distritales y municipales adelantan acciones de 
envejecimiento activo, satisfactorio y saludable está garantizada por la Ley 1276 de 2009, mediante la 
cual se establecen criterios de atención integral de las personas adultas mayores en los centros vida o 
centros día. La Ley estableció que el producto del recaudo de tales recursos se destine en un 70% 
para la financiación de los Centros Día o Vida y el 30% restante, a la dotación y funcionamiento de los 
Centros de Bienestar del Anciano, sin perjuicio de los recursos adicionales que puedan gestionarse a 
través otras fuentes de financiación públicas o del sector privado y la cooperación internacional. 13. 
Que la Política Colombiana de Envejecimiento Humano y Vejez 2015-2024 está dirigida a todas las 
personas residentes en Colombia y en especial, a las personas de 60 años o más. Con énfasis en 
aquellas en condiciones de desventaja social, económica, cultural o de género. Teniendo presente la 
referencia permanente al curso de vida. Es una Política Pública, de Estado, concertada, que articula a 
todos los estamentos del gobierno y a las organizaciones sociales con un propósito común: visibilizar, 
movilizar e intervenir la situación del envejecimiento humano y la vejez de las y los colombianos, 
durante el periodo 2015-2024. 14. Que, de igual manera, la Política Colombiana de envejecimiento 
humano y vejez 2015-2024, prevé que le corresponde a las Entidades territoriales: Departamentos, 
distritos y municipios: “1. Gestionar (implementar, monitorear, evaluar y financiar), la Política Pública de 
Envejecimiento Humano y Vejez. 2. Garantizar la implementación integral de la Política de 
Envejecimiento Humano y Vejez. 3. Articular a nivel territorial a todas las entidades del gobierno local y 
a las instituciones públicas y privadas para garantizar el logro de los resultados propuestos por la 
Política que conduzcan al mejoramiento de las condiciones de vida de las personas adultas mayores 
en Colombia. 4. Formular los planes operativos articulados para la aplicación de la Política de 
Envejecimiento Humano y Vejez. 5. Asesorar y brindar asistencia técnica a las entidades territoriales 
municipales para la gestión integral de la Política Colombiana de Envejecimiento Humano y Vejez. 6. 
Adelantar y actualizar la información correspondiente sobre las personas adultas mayores en sus 
departamentos, teniendo en cuenta la variable discapacidad”. 15. Que, a su vez, la Política 
Colombiana De Envejecimiento Humano Y Vejez 2015-2024, frente a la protección social integral, 
aduce que ésta conlleva la integración de tres pilares básicos cuando se refiere a la protección de las 
personas adultas mayores y la vejez: seguridad de ingresos, atención básica de salud y organización 
de servicios de cuidado. (Cepal, 2012). Con respecto a la organización de servicios de cuidado, la 
demanda de cuidado está aumentando en América Latina debido a tres causas principales: el número 
considerable de niños y niñas, el envejecimiento de la población y el incremento del número de 
personas con algún nivel de dependencia por razones de salud, se plantea: “se entiende como la 
acción social dirigida a garantizar la supervivencia social y orgánica de las personas que carecen o 
han perdido la independencia personal y que necesitan ayuda de otros para realizar las actividades 
esenciales de la vida diaria (Huenchuan, 2014). En particular, durante los últimos años ha venido 
creciendo la importancia de los cuidados a largo plazo durante la vejez, que incluyen servicios de 
atención de las necesidades tanto médicas como no médicas de las personas adultas mayores que no 
pueden cuidar de sí mismas durante largos períodos. Los cuidados a largo plazo adoptan dos 
modalidades: atención domiciliaria e institucional. La atención institucional es el alojamiento y el 
cuidado de una persona en una entidad especializada. Por atención domiciliaria se entienden 
generalmente a los servicios prestados por profesionales en casa de la persona mayor (Naciones 
Unidas, 2010a en Cepal, 2009). Además de lo anterior, se requiere promover la combinación de los 
servicios disponibles y ampliar la gama de servicios de cuidado de modo que ofrezcan respuestas 
adecuadas a cada situación particular. Resulta fundamental entonces fortalecer la promoción de la 
salud tanto como el mantenimiento y mejora de la capacidad funcional de las personas adultas 
mayores, desde el auto-cuidado y el cuidado familiar hasta el cuidado comunitario y el cuidado 
institucional. Con la claridad suficiente para asumir que la institucionalización constituye la última 
alternativa, y deberá ser la menos utilizada. En consecuencia, la presente política orienta acciones 
dirigidas a fortalecer los vínculos familiares para envejecer en casa”. 16. Que según la OMS la persona 



 

  

5 

mayor es aquella cuya edad supera los sesenta (60) años. En Colombia aproximadamente hay 6 
millones de colombianos mayores de sesenta años. En el Atlántico según los datos de TerriData, 
existen 300.852 persona mayores de 60 años lo que representa el 11.69% de la población 
departamental; actualmente se tiene un registro de 170 adultos mayores en estado de abandono. 17. 
Que los derechos humanos de las personas adultas mayores se encuentran protegidos por el bloque 
de constitucionalidad vigente y reconocida por el Estado colombiano. De manera específica, mediante 
instrumentos como: 1) Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948 (suscrita por Colombia); 2) 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (aprobado por la Ley 74 de 1968), 3) el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (aprobado por la Ley 74 de 1968); 4) la 
Convención Americana de Derechos Humanos (aprobado por la Ley 16 de 1972), 5) el Protocolo de 
San Salvador (aprobado por la Ley 319 de 1996) y 6) la Convención de los Derechos de las personas 
con discapacidad (ratificada por la Ley 1346 de 2009). 18. Que es necesario mencionar, que el 
envejecimiento poblacional no constituye en modo alguno un problema de salud, sino un logro de la 
humanidad, en el cual mucho ha tenido que ver el desarrollo científico-técnico logrado. Sin embargo, la 
vejez ha pasado de ser respetada y admirada por la familia a ser un problema para sus miembros; esta 
situación se puede presentar por la aparición de enfermedades crónicas y degenerativas, que 
disminuyen en los ancianos su calidad de vida y de producción, lo que origina que sus familiares lo 
perciban como una carga, y no como aquella persona que requiere apoyo, comprensión, amor y 
protección, lo que origina que nuestros ancianos se sientan tristes, depresivos, con poca autoestima y 
abandonados; frente a esta problemática, el Estado debe intervenir y una de las formas es apoyando 
económicamente a los centros de vida y de bienestar. 19. Que, en aras de garantizar los derechos 
constitucionales, se aprueba la Ley 319 de 1996, por medio de la cual se adopta el Protocolo Adicional 
a la convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales “Protocolo de San Salvador”, suscrito en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 que 
estipula: “(..) Artículo 17, PROTECCION DE LOS ANCIANOS: Toda persona tiene derecho a 
protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados Partes se compromete a 
adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica y en 
particular a: a) Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica 
especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en 
condiciones de proporcionársela por sí mismas; b) Ejecutar programas laborales específicos 
destinados a conceder a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a 
sus capacidades respetando su vocación o deseos; c) Estimular la formación de organizaciones 
sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los ancianos.(…)”. 20. Que, La Ley 1251 de 2008, 
por el cual se dictan normas tendientes a procurar la protección, promoción y defensa de los derechos 
de los adultos mayores, dispone en su Artículo 4º. lo siguiente: “Artículo 4º. PRINCIPIOS. Para la 
aplicación de la presente ley se tendrán como principios rectores: (…) b) Corresponsabilidad. El 
Estado, la familia, la sociedad civil y los adultos mayores de manera conjunta deben promover, asistir y 
fortalecer la  participación activa e integración de los adultos  mayores en la planificación, ejecución y 
evaluación de los programas, planes y acciones que desarrollen para su inclusión en la vidas política, 
económica, social y cultural de la Nación; (…) e) Atención. En todas las entidades de carácter público y 
privado es un deber aplicar medidas tendientes a otorgar una atención especial, acorde con las 
necesidades. (….)”. Igualmente, el artículo 6 Ibìdem, prevé que: “Deberes. El Estado, la sociedad civil, 
la familia, el adulto mayor y los medios de comunicación deberán para con los adultos mayores: 1. Del 
Estado a. Garantizar y hacer efectivos los derechos del adulto mayor; (……) c. Asegurar la adopción 
de planes, políticas y proyectos para el adulto mayor; (….) f. Elaborar políticas, planes, proyectos y 
programas para el adulto mayor teniendo en cuenta las necesidades básicas insatisfechas de los más 
vulnerables; (….) h. Establecer acciones, programas y proyectos queden un trato especial y 
preferencial al adulto mayor; i. Promover una cultura de solidaridad hacia el adulto mayor; (…..) k. 
Proveer la asistencia alimentaría necesaria a los adultos mayores que se encuentren en estado de 
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abandono e indigencia; l. Generar acciones y sanciones que exijan el cumplimiento de las obligaciones 
alimentarías a las familias que desprotejan a los adultos mayores sin perjuicio de lo establecido en la 
normatividad vigente; m. Los gobiernos nacional, departamental, distrital y municipal, adelantarán 
programas de promoción y defensa de los derechos de los adultos mayores conforme a las 
necesidades de atención que presente esta población; (….)”. 21. Que, por su parte, se expide la Ley 
1276 de 2009, en la cual se establecen nuevos criterios de atención integral del adulto mayor así: “(…) 
Artículo 2º. Alcances. La presente ley aplica en todo el territorio nacional; en las entidades territoriales 
de cualquier nivel, que a la fecha hayan implementado el cobro de la estampilla y estén desarrollando 
programas que brinden los servicios señalados en la presente ley. Los recursos adicionales generados 
en virtud de esta ley, serán aplicados a los programas de adulto mayor, en los porcentajes aquí 
establecidos. (….)”. 22. Que El artículo 15 de la Ley 1850 de 2017, por medio de la cual se establecen 
medidas de protección al adulto mayor en Colombia, dispone que:  “Artículo 15. Modifíquese el 
artículo 3º.  de la Ley 1276 de 2009, a través de la cual se modifica la Ley 687 del 15 de agosto de 
2001. El cual quedará así: Artículo 3º. Modificase el artículo 1º. de Ley 687 de 2001, el cual quedará 
así: Autorizase a las Asambleas departamentales y a los concejos distritales y municipales para emitir 
una estampilla, la cual se llamará Estampilla para el bienestar del Adulto Mayor, como recurso de 
obligatorio recaudo para contribuir a la construcción, instalación, adecuación, dotación, funcionamiento 
y desarrollo de programas de prevención y promoción de los Centros de Bienestar del Anciano y 
Centros de Vida para la Tercera Edad, en cada una de sus respectivas entidades territoriales. El 
producto de dichos recursos se destinará, como mínimo, en un 70% para la financiación de los Centros 
Vida, de acuerdo con las definiciones de la presente ley; y el 30% restante, a la dotación y 
funcionamiento de los Centros de Bienestar del Anciano, sin perjuicio de los recursos adicionales que 
puedan gestionarse a través del sector privado y la cooperación internacional. PARÁGRAFO. El 
recaudo de la estampilla será invertido por la Gobernación, Alcaldía o Distrito en los Centros de 
Bienestar del Anciano y Centros Vida de su Jurisdicción, en proporción directa al número de Adultos 
Mayores de los niveles I y II del Sisbén, los adultos mayores en condición de vulnerabilidad y en 
situación de indigencia o pobreza extrema que se atiendan en estas instituciones”. De igual manera, el 
artículo 16 Ibídem preceptúa que:  “Artículo 16. Modificase el artículo 8.  de la Ley 1276 de 2009. A 
través del cual se modifica el artículo 5º. de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así: Artículo 8o. 
Modificase el artículo 5º. de la Ley 687 de 2001, el cual quedará así: Responsabilidad. El Gobernador 
o el Alcalde municipal o Distrital será el responsable de sus recursos recaudados por la estampilla en 
el desarrollo de los programas que se deriven de su inversión en la respectiva jurisdicción, dando 
cumplimiento a lo relacionado en su plan de desarrollo para el grupo poblacional al que se refiere la 
presente ley, y delegará en la dependencia competente, la ejecución de los proyectos que componen 
los Centros Vida, Centros de Bienestar del Anciano y Granjas para adulto mayor, creando todos los 
sistemas de información que permitan un seguimiento completo de la gestión realizada por estos. 
PARÁGRAFO. La ejecución de los recursos en los departamentos, distritos y municipios se podrá 
realizar a través de convenios con entidades reconocidas para el manejo de los Centros Vida, Centros 
de Bienestar del Anciano y Granjas para adulto mayor, no obstante, estos deberán prever dentro de su 
estructura administrativa la unidad encargada de su seguimiento y control como estrategia de una 
política pública orientada a mejorar las condiciones de vida de las personas de tercera edad”. 23. Que 
la población de la tercera edad constituye el reflejo de la inequidad y vulneración de derechos 
humanos y fundamentales de los adultos mayores producto de múltiples factores asociados, como son 
los de orden: económicos, políticos y sociales, y es a la vez la causante de múltiples problemas de 
vida que contribuyen a las altas tasas de morbi-mortalidad en esta población por carencia de 
prevención y protección, y que está determinada por la pobreza y la inequidad social. 24. Que la 
Estampilla de cada Administración Departamental se distribuirá en proporción directa al número de 
adultos mayores de los niveles I y II del Sisbén que se atiendan en los centros de vida y en los centros 
de Bienestar del Anciano. 25. Que el Plan de Desarrollo del Departamento del Atlántico 2020 – 2023, 
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“ATLANTICO PARA LA GENTE”, planteó dentro de sus programas y metas la “ATENCIÓN INTEGRAL 
DE POBLACIÓN EN SITUACIÓN PERMANENTE DE DESPROTECCIÓN SOCIAL Y/O FAMILIAR”. 
Siendo su indicador “CENTROS DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA EL ADULTO MAYOR APOYADOS 
ECONÓMICAMENTE”, por cuanto la continuidad del apoyo de los centros de bienestar es un 
requerimiento tanto legal como social para atender la población mayor en las calles o condiciones de 
indigencia. 26. Que en este orden de ideas, le asiste al Departamento del Atlántico, la necesidad de 
atender a la población adultos mayores con los recursos recaudados por concepto de la Estampilla  
para el Bienestar del Adulto Mayor, por tal motivo, se requiere la suscripción de un convenio de 
asociación con centros de Bienestar Privado de reconocida idoneidad y experiencia, para la atención 
integral a personas mayores de sesenta (60) años de edad aplicando los parámetros legales para la 
edad de la Ley 1276 de 2009. 27. Que, el ASILO SAN ANTONIO ha manifestado aportar el treinta por 
ciento (30%) del valor total del proyecto para destinarlos única y exclusivamente a la ejecución de la 
propuesta, referente a la ejecución de un programa de atención integral a las personas mayores de 
escasos recursos en condición de vulnerabilidad, con lo que además busca el logro de los siguientes 
objetivos: 1. Garantizar la atención y prestación de servicios integrales con calidad a las Personas 
Mayores residenciados. 2. Impulsar programas de bienestar social para la subsistencia de la persona 
mayor desamparado. 3. Atender a las personas mayores sin posibilidad económica proporcionándole 
techo, comida y atención médica. 4. Promover encuentros culturales recreativos, que procuren la 
felicidad física y síquica de la persona mayor y del entorno social. 5. Crear mecanismos que busquen 
proporcionar mejores condiciones de vida de la persona mayor, que reciba la atención de esta 
institución. 6. Desarrollar estrategias de re-educación y ocio productivo de la persona mayor en 
procura de una estancia placentera individual y colectiva. 7. Acompañamiento espiritual en las diversas 
necesidades fundamentales de la persona mayores. 8. Proteger, asistir y garantizar los servicios de 
seguridad integral y alimentación de las personas de edad en caso de indigencia. 9. Proporcionar 
instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica especializada a las personas de 
edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí 
mismas. 10. Brindar una atención institucionalizada integral en las áreas de salud física, mental, oral, 
socio familiar, ocupacional, espiritual y lúdica, cumpliendo con ello los requisitos establecidos para la 
celebración de convenios de asociación a que se refiere el Decreto 092 de 2017 y el Manual de 
Contratación del Departamento. 28. Que, le asiste a la Gobernación del Departamento del Atlántico la 
necesidad de atender a los adultos mayores, por tal motivo encuentra viable la celebración de un 
convenio de asociación con el ASILO SAN ANTONIO de reconocida idoneidad y experiencia, para el 
fortalecimiento en relación con las acciones enmarcadas en las medidas de promoción, prevención y 
protección previstas en la ley 1622 de 2013. 29. Que la Gerencia de Capital Social realizó convocatoria 
a fin de verificar si existen otras entidades interesadas en la ejecución del proyecto sin que se 
obtuviese manifestaciones de interés. 30. Que en atención a que se cumplen todos los presupuestos 
señalados para la contratación a la que se refiere el artículo 5to del Decreto 092 de 2017 y el Manual 
de Contratación del Departamento, se procede a celebrar el convenio de Asociación para “AUNAR 
ESFUERZOS PARA BRINDAR PROTECCIÓN, ASISTENCIA SOCIAL Y CUIDADO INTEGRAL A 
LOS ADULTOS MAYORES QUE SE ENCUENTREN EN SITUACIÓN DE INDIGENCIA, 
VULNERABILIDAD, DESPROTECCIÓN FAMILIAR O SOCIAL RESIDENTES EN EL CENTRO DE 
BIENESTAR   ASILO DE SAN ANTONIO”. 31. Que, una vez cumplidos los requisitos referentes a la 
Contratación regido por el artículo 5to del Decreto 092 de 2017, corresponde a las partes, celebrar el 
presente convenio de asociación el cual se regirá por las siguientes.  

CLÁUSULAS: 

CLÁUSULA PRIMERA. OBJETO: AUNAR ESFUERZOS PARA BRINDAR PROTECCIÓN, 
ASISTENCIA SOCIAL Y CUIDADO INTEGRAL A LOS ADULTOS MAYORES QUE SE ENCUENTREN 
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EN SITUACIÓN DE INDIGENCIA, VULNERABILIDAD, DESPROTECCIÓN FAMILIAR O SOCIAL 
RESIDENTES EN EL CENTRO DE BIENESTAR   ASILO DE SAN ANTONIO.  

CLÁUSULA SEGUNDA: OBLIGACIONES DE LAS PARTES: A) EL ASOCIADO: OBLIGACIONES 
GENERALES: 1) Dar cumplimiento a los fines propuestos en el objeto del Convenio dentro de un es-
tándar de calidad, garantizando la correcta inversión de los recursos y el aporte de la entidad, específi-
camente en realizar las actividades descritas en la propuesta. 2) Coordinar la ejecución de dichas acti-
vidades, aportando el aspecto logístico, administrativo que sea necesario para el desarrollo de las acti-
vidades. 3) Garantizar la atención y acompañamiento a los Adultos Mayores residenciados mediante 
los siguientes componentes: COMPONENTE DE HOSPEDAJE INTEGRAL Y COMPLEMENTARIOS, 
COMPONENTE DE BIENESTAR SOCIAL, COMPONENTE DE CUIDADO INTEGRAL. 4) Informar 
oportunamente al supervisor del contrato, de cualquier situación que pueda afectar la correcta ejecu-
ción de este. 5) Recibir los recursos del Departamento para destinarlos exclusivamente al cumplimien-
to del objeto del Convenio. 6) Poner a disposición del Convenio, su infraestructura y experiencia técni-
ca, administrativa y de gestión. 7) Presentar al Departamento informes parciales e informe final del 
cumplimento de las actividades objeto del Convenio. 8) Mantener una comunicación constante con las 
partes involucradas en el Convenio. 9) Llevar el control pormenorizado y detallado de la ejecución de 
los recursos por medio de recibos, con el fin de presentar el informe final de ejecución del contrato al 
Supervisor de este. 10) Asumir la organización general de las actividades programadas. k) Cumplir con 
las obligaciones tributarias y administrativas a que haya lugar. 11) Cumplir con los pagos de seguridad 
social de conformidad con lo señalado en la Ley 789 de 2002, a las personas que hayan participado en 
la ejecución del presente Convenio. 12) Presentar informes técnicos antes de cada pago. B) OBLIGA-

CIONES ESPECÍFICAS: En desarrollo del objeto del convenio EL ASOCIADO se compromete con el 
desarrollo de lo siguiente: 1. Garantizar la atención y prestación de servicios integrales con calidad a 
los Adultos Mayores residenciados. 2. Impulsar programas de bienestar social para la subsistencia del 
adulto mayor desamparado. 3. Atender al anciano sin posibilidad económica proporcionándole techo 
comida y atención médica. 4. Promover encuentros culturales recreativos, que procuren la felicidad 
física y síquica del adulto mayor y del entorno social. 5. Crear mecanismos que busquen proporcionar 
mejores condiciones de vida del adulto mayor, que reciba la atención de esta institución. 6. Desarrollar 
estrategias de reeducación y ocio productivo del adulto mayor en procura de una estancia placentera 
individual y colectiva. 7. Acompañamiento espiritual en las diversas necesidades fundamentales de los 
adultos mayores. 8. Proteger, asistir y garantizar los servicios de seguridad integral y alimentación de 
las personas de la tercera edad en caso de indigencia. 9. Proporcionar instalaciones adecuadas, así 
como alimentación y atención médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan 
de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas. 10. Brindar una atención 
institucionalizada integral en las áreas de salud física, mental, oral, socio familiar, ocupacional, espiri-
tual y lúdico. 

CLÁUSULA TERCERA. - OBLIGACIONES DEL DEPARTAMENTO: 1. Realizar los aportes al 
convenido en la forma y términos establecidos en el convenio. 2. Suministrar oportunamente la 
información que requiere el asociado para el cumplimento de sus actividades. 3. Realizar la 
supervisión del convenio. 

CLÁUSULA CUARTA. - VALOR Y APORTE: Para todos los efectos fiscales el valor del aporte del 
DEPARTAMENTO es la suma de SETECIENTOS CINCUENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS 
M/CTE. ($756.000.000,oo). El valor total del proyecto corresponde a la suma de MIL OCHENTA 
MILLONES DE PESOS M/CTE. ($1.080.000.000), de los cuales EL DEPARTAMENTO aportará la 
suma de SETECIENTOS CINCUENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS M/CTE. ($756.000.000,oo) y 
EL ASOCIADO aportará la suma de TRESCIENTOS VEINTICUATRO MILLONES DE PESOS M/L ($ 
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324.000.000). 
 
 
CLÁUSULA QUINTA. FORMA DE REALIZAR LOS DESEMBOLSOS DEL APORTE. Los recursos 
aportados por El DEPARTAMENTO serán desembolsados de la siguiente forma: 1) Un primer 
Desembolso equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor del aporte del Departamento en calidad 
de anticipo, previo cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución, presentación de 
cuenta de cobro o factura, certificación de encontrarse al día con los pagos al sistema general de 
seguridad social y parafiscales y presentación y aprobación del plan de inversión o utilización de los 
recursos del anticipo. 2) Un segundo desembolso correspondiente al cincuenta por ciento (50%), del 
valor del aporte del Departamento, al tercer mes de ejecución del convenio, previa presentación de 
informe parcial de actividades, certificado de recibido a satisfacción de ejecución de actividades 
expedido por el supervisor designado, y certificación de encontrarse a paz y salvo con el pago de los 
aportes al sistema de seguridad social integral y parafiscales, y previa amortización del anticipo. 3) Un 
desembolso final correspondiente al cincuenta por ciento (50%) del valor del aporte del Departamento 
al finalizar actividades, previa presentación de informe final de actividades, recibo a satisfacción por 
parte del supervisor, certificación de encontrarse a paz y salvo con el pago de los aportes al sistema 
de seguridad social integral y parafiscales, y previa amortización del anticipo. B) POR EL ASOCIADO: 
Los aportes correspondientes a la financiación del Asociado serán distribuidos de acuerdo con los 
términos y condiciones presentados en la propuesta, la cual hace parte integral del presente convenio.  
 
CLÁUSULA SÉXTA. NATURALEZA DE LAS OBLIGACIONES: Las partes estipulan expresamente 
que se trata de un convenio, celebrado en virtud de lo establecido en el artículo 96 de la Ley 489 de 
1998, reglamentado por el Decreto 092 en su artículo 5to, y el Manual de Contratación del 
Departamento del Atlántico, por lo que el Departamento no contraerá ninguna obligación laboral, con 
las personas que EL ASOCIADO vincule para la ejecución del convenio.  
 
CLÁUSULA SÉPTIMA. - PLAZO DEL CONVENIO: El plazo del convenio de asociación será de cinco 
(05) meses, contados a partir del cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución. 
 
CLÁUSULA OCTAVA. - INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES: El representante legal de EL 
ASOCIADO manifiesta expresamente no encontrarse incurso, la entidad ni sus miembros directivos en 
causal alguna de inhabilidad o incompatibilidad para celebrar el convenio, de conformidad con lo 
estipulado en el Decreto 092 de 2017.  
 
CLÁUSULA NOVENA. - SUJECIÓN A LAS APROPIACIONES PRESUPUESTALES: El cumplimiento 
de la obligación de desembolsos contraída con EL ASOCIADO se subordina a la apropiación 
presupuestal correspondiente a la vigencia fiscal 2023, conforme al certificado de disponibilidad 
presupuestal No. 202301382 de fecha catorce (14) de abril de 2023.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA. - DOMICILIO: El domicilio de las partes es la ciudad de Barranquilla.  
 
 
CLÁUSULA DÉCIMA PRIMERA. - GARANTÍA ÚNICA: EL ASOCIADO otorgará a favor del 

DEPARTAMENTO, las garantías: a) DE CUMPLIMIENTO. Por un monto equivalente al diez 10% del 

valor total del convenio, con una vigencia igual al término de duración del mismo y cuatro (4) meses 

más. b) SALARIOS, PRESTACIONES SOCIALES E INDEMNIZACIONES LABORALES. Por un 

monto equivalente al cinco 5% del valor del convenio y una vigencia igual al termino de duración 
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pactado y tres (3) años más. c) BUEN MANEJO Y CORRECTA INVERSIÓN DEL ANTICIPO: 

Equivalente al cien 100% del valor del entregado como anticipo, con vigencia igual al término de 

duración pactado y cuatro (4) meses más. d) RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. En 

cuantía de doscientos 200 SMLMV y una vigencia igual al plazo del convenio. EL ASOCIADO será 

responsable de mantener vigentes los amparos establecidos y de reponer su valor en caso de 

siniestros. Igualmente, deberá contar con la aprobación de esta garantía por parte del 

DEPARTAMENTO, antes de la iniciación del Convenio. PARÁGRAFO 1: De conformidad con lo 

dispuesto en el Decreto 1082 de 2015, EL ASOCIADO podrá aportar otra de los mecanismos de 

cobertura de riesgo allí contemplados. En todo caso, tratándose de póliza o de otra modalidad de 

cobertura, éstas deberán ajustarse a lo dispuesto en dicho decreto y en el presente convenio. 

PARÁGRAFO 2: Sin perjuicio de las garantías exigidas en esta cláusula, es obligación EL ASOCIADO, 

mantener indemne al DEPARTAMENTO, frente a cualquier reclamación proveniente de terceros que 

tenga como causa sus propias actuaciones. PARÁGRAFO 3: De acuerdo con lo dispuesto en el último 

inciso del artículo 2.2.1.2.3.1.18 del Decreto 1082 de 2015, si EL ASOCIADO, incumple con la 

obligación de obtener, ampliar o adicionar una garantía, en el caso de las pólizas de seguros, podrá 

aportar una garantía bancaria o un patrimonio autónomo, la cual será aprobada por el 

DEPARTAMENTO. Si pese a lo anterior, no hay forma de garantizar el aseguramiento de los riesgos 

cubiertos por las garantías que sean pertinentes, las partes, acordarán de común acuerdo, las 

acciones que sean necesarias para cumplir con dicha obligación legal y contractual. PARÁGRAFO 4: 

En el evento en que el valor del convenio sea adicionado, EL ASOCIADO efectuará la respectiva 

modificación a las garantías exigidas y a la póliza de responsabilidad civil extracontractual 

(actualizando el monto asegurado de acuerdo con la ley) asumiendo sus costos, la cual deberá hacer 

llegar a EL DEPARTAMENTO. PARÁGRAFO 5: Requisitos del seguro de responsabilidad civil 

extracontractual. El amparo de responsabilidad civil extracontractual debe cumplir los siguientes 

requisitos: i) Modalidad de ocurrencia. La compañía de seguros debe expedir el amparo en la 

modalidad de ocurrencia. En consecuencia, el contrato de seguro no puede establecer términos para 

presentar la reclamación, inferiores a los términos de prescripción previstos en la ley para la acción de 

responsabilidad correspondiente. ii) Intervinientes. La Entidad Estatal y EL CONTRATISTA deben tener 

la calidad de asegurado respecto de los daños producidos por EL CONTRATISTA con ocasión de la 

ejecución del contrato amparado, y serán beneficiarios tanto la Entidad Estatal como los terceros que 

puedan resultar afectados por la responsabilidad del CONTRATISTA o sus subcontratistas. iii) 

Amparos. El amparo de responsabilidad civil extracontractual debe contener además de la cobertura 

básica de predios, labores y operaciones, mínimo los siguientes amparos: Cobertura expresa de 

perjuicios por daño emergente y lucro cesante. b- Cobertura expresa de perjuicios extrapatrimoniales. 

c- Cobertura expresa de la responsabilidad surgida por actos de contratistas y subcontratistas, salvo 

que el subcontratista tenga su propio seguro de responsabilidad extracontractual, con los mismos 

amparos aquí requeridos. d- Cobertura expresa de amparo patronal. e- Cobertura expresa de 

vehículos propios y no propios. iv) En todo caso el valor asegurable de la póliza debe actualizarse 

conforme a la variación del valor del contrato, de acuerdo con los rangos establecidos en el artículo 

2.2.1.2.3.1.17. del Decreto 1082 de 2015. 

CLÁUSULA DÉCIMA SEGUNDA. - CLÁUSULA DE INDEMNIDAD: EL ASOCIADO se obliga a 
indemnizar al DEPARTAMENTO, con ocasión de la violación o el incumplimiento de las obligaciones 
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previstas en el presente convenio.  EL ASOCIADO se obliga a mantener indemne al 
DEPARTAMENTO de cualquier daño o perjuicio originado en reclamaciones de terceros que tengan 
como causa sus actuaciones hasta por el monto del daño o perjuicio causado. EL ASOCIADO 
mantendrá indemne al DEPARTAMENTO por cualquier obligación de carácter laboral o relacionado 
que se originen en el incumplimiento de las obligaciones laborales que EL ASOCIADO asume frente al 
personal, subordinados o terceros que se vinculen a la ejecución de las obligaciones derivadas del 
presente Convenio.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA TERCERA. MULTAS Y SANCIONES: De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17 de la ley 1150 de 2007, las partes, pactan multas y/o sanciones por el incumplimiento de las 
obligaciones contractuales a cargo de EL ASOCIADO y que se presenten dentro del curso de la 
ejecución del convenio. El procedimiento de imposición de la multa y/o sanción, la tasación de las 
mismas y la declaratoria de incumplimiento, se sujetará a lo previsto en el artículo 86 de la ley 1474 de 
2011, al decreto 1082 de 2015 y al decreto 154 de 2021 expedido por el Departamento del Atlántico y 
aquellos decretos o resoluciones que lo modifiquen adicionen o sustituyen o precisen y se encuentren 
vigentes a la firma del presente documento; el Decreto 154 de 2021, puede ser descargado por el 
asociado en la página Web de la Entidad. PARÁGRAFO: El asociado manifiesta que es de su 
responsabilidad conocer y descargar el manual de contratación vigente a la firma del presente 
convenio y el Decreto N° 154 por medio del cual se definen las directrices y el procedimiento interno 
para la declaratoria de incumplimiento, aplicación de multas y sanciones establecidas en los contratos 
y convenios celebrados por Departamento del Atlántico y hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria; 
en ese sentido, se da por entendido que con la firma del presente convenio, el asociado conoce y 
acepta lo consagrado en el manual y decreto antes mencionado.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA CUARTA - PENAL PECUNIARIA: Las partes acuerdan que en caso de 
declaratoria de caducidad o de incumplimiento total o parcial de las obligaciones pactadas en este 
convenio y a cargo de EL ASOCIADO, éste deberá pagar al DEPARTAMENTO, a título de cláusula 
penal pecuniaria, una suma equivalente al VEINTE POR CIENTO (20%) del valor total del convenio. 
Este valor puede ser compensado con los montos que el DEPARTAMENTO, adeude a EL ASOCIADO, 
con ocasión de la ejecución del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 
de la ley 1150 de 2007 y el Código Civil. El procedimiento para declarar el incumplimiento para hacer 
efectiva la cláusula penal, se sujetará a lo previsto en el artículo 86 de la ley 1474 de 2011, al decreto 
1082 de 2015 y al decreto 154 de 2021 expedido por el Departamento del Atlántico y aquellos decretos 
o resoluciones que lo modifiquen adicionen o sustituyen o precisen y se encuentren vigentes a la firma 
del presente documento; el Decreto 154 de 2021, puede ser descargado por el asociado en la página 
Web de la Entidad. El cobro de la cláusula penal pecuniaria no implica que el DEPARTAMENTO, 
renuncia a cobrar los perjuicios adicionales que el incumplimiento de EL ASOCIADO le llegare a 
causar y que no estén cubiertos con el cobro de esta cláusula, por lo cual, se podrán iniciar las 
acciones judiciales que correspondan en contra de EL ASOCIADO.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA QUINTA. CESIÓN Y SUBCONTRATACIÓN: EL ASOCIADO, no podrá ceder ni 
subcontratar el presente convenio, salvo con expresa autorización del DEPARTAMENTO. En el 
segundo caso, será responsable por el cumplimiento de la totalidad de las obligaciones derivadas del 
convenio.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA SÉXTA. SUPERVISIÓN: Será asumida por el(la) PROFESIONAL 
ESPECIALIZADO Código 222 Grado 07 adscrito a la Gerencia de Capital Social, designado en el 
estudio previo quien será el encargado de la vigilancia, control y evaluaciones periódicas de la 
ejecución y avance del convenio siendo sus principales obligaciones las siguientes: a) Colaborar y 
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coordinar en la ejecución del convenio. b) Exigir el cumplimiento del convenio en los términos 
pactados. c) Certificar el cumplimiento de las obligaciones contractuales a cargo de EL ASOCIADO, d) 
Dar aviso por escrito de cualquier inconsistencia e incumplimiento del Objeto del convenio y su 
ejecución. e) Informar las situaciones que requieran suspensión, prorroga o modificación, para 
someterlas a aprobación de la Secretaria General. f) Certificar por escrito el cumplimiento periódico de 
la ejecución del convenio. g) Las demás necesarias para el fiel cumplimiento del objeto contratado. 
PARÁGRAFO. La Secretaría General del Departamento del Atlántico, podrá en cualquier momento 
cambiar el funcionario que ejerza la supervisión, sin que sea necesario modificar el convenio, bastará 
con la comunicación al nuevo supervisor y al asociado en dicho sentido.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA SÉPTIMA. LIQUIDACIÓN: El presente convenio será liquidado de común 
acuerdo por las partes, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto 
para la ejecución del convenio o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, tal 
como lo establecen las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007. PARÁGRAFO: Si EL ASOCIADO, no se 
presenta a la liquidación, o las partes no llegan a un acuerdo sobre el contenido de esta, se practicará 
la liquidación unilateral por EL DEPARTAMENTO, en los términos establecidos en la ley.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA OCTAVA.  LEGISLACION: El presente convenio se someterá a la Ley 
Colombiana y a la jurisdicción de sus tribunales para todos sus efectos. Las partes estipulan 
expresamente que se trata de un convenio, celebrado en virtud de lo establecido en el artículo 96 de la 
ley 489 de 1998, reglamentado por el Decreto 092 en su artículo 5, y el Manual de Contratación del 
Departamento. La jurisdicción competente para conocer de las controversias judiciales que se susciten 
con ocasión del presente convenio será la Contenciosa Administrativa.  
 
CLÁUSULA DÉCIMA NOVENA.  PERFECCIONAMIENTO Y EJECUCIÓN DEL CONVENIO: El 
presente Convenio se perfecciona con la firma de las partes en la Plataforma Secop II.  Para su 
ejecución se requerirá de la existencia del Certificado de Disponibilidad Presupuestal, el Registro 
Presupuestal Correspondiente, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 41 de la ley 80 de 1993 y el 
artículo 2.2.1.1.2.3.1 del Decreto 1082 de 2015 y la aprobación de las garantías aquí exigidas. En 
materia de publicación se aplicará lo dispuesto en el artículo 223 del Decreto 019 de 2012. El Asociado 
asumirá el pago de todos los impuestos a que haya lugar.  
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA.  PAGO DE APORTES A SEGURIDAD SOCIAL Y PARAFISCALES: De 
conformidad con lo establecido en el artículo 50 de la Ley 789 del 2002 y en el artículo 1ro de la Ley 
828 de 2003, EL ASOCIADO, se obliga a presentar al DEPARTAMENTO los documentos, planillas y 
pagos que demuestren el cumplimiento del giro de sus aportes a los sistemas de salud, riesgos   
profesionales, pensiones y parafiscales, cuando a ello haya lugar.  
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA PRIMERA. -  TERMINACIÓN: Hay lugar a la terminación de este convenio en 
los siguientes casos: a) Por vencimiento del término de vigencia o de su prórroga, según el caso. b) 
Por incumplimiento de cualquiera de las cláusulas contractuales. c) Por mutuo acuerdo entre las 
partes.  
 
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA SEGUNDA. PROPIEDAD INTELECTUAL: Si de la ejecución del presente 
convenio resultan estudios, investigaciones, descubrimientos, invenciones, información, mejoras y/o 
diseños, y en general los productos resultantes de la ejecución del presente convenio, éstos 
pertenecen al DEPARTAMENTO de conformidad con lo establecido en el Artículo 20 de la Ley 23 de 
1982 y demás normas vigentes que regulen la materia. Así mismo, EL ASOCIADO garantiza que los 
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trabajos y servicios prestados al DEPARTAMENTO por el objeto de este CONVENIO no infringen ni 
vulneran los derechos de propiedad intelectual o industrial o cualesquiera otros derechos legales o 
contractuales de terceros.   
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA TERCERA. CONFIDENCIALIDAD: La información que le sea entregada o a 
la que tenga acceso EL ASOCIADO en desarrollo y ejecución del presente convenio goza de 
confidencialidad y, por tanto, solo podrá ser usada para fines inherentes a su actividad en desarrollo 
del convenio. La protección es indefinida, por lo que no se podrá hacer uso de ella ni durante la 
ejecución del convenio ni una vez finalizado.  
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA CUARTA. MANEJO DE IMAGEN CORPORATIVA: EL ASOCIADO, respetará 
los logos del DEPARTAMENTO. Siempre se deberá pedir autorización escrita al DEPARTAMENTO, 
para el uso de los logos y la imagen institucional del programa. EL ASOCIADO, respetará la cláusula 
de reconocimiento, por lo que en todas las actividades públicas y/o privadas, publicidad, y demás 
información a terceros o interna, hará los reconocimientos pertinentes al DEPARTAMENTO DEL 
ATLÁNTICO y la financiación de los recursos para la ejecución del convenio. EL ASOCIADO, 
respetará en todo momento el manual de comunicaciones del DEPARTAMENTO.  
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA QUINTA. CASO FORTUITO Y FUERZA  MAYOR: Las partes quedan 
exoneradas de responsabilidad por el incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones y por la 
demora en la satisfacción de cualquiera de las prestaciones a su cargo derivadas del presente 
convenio, cuando la demora sea resultado o consecuencia de la ocurrencia de un evento de fuerza 
mayor o caso fortuito debidamente invocadas y constatadas de acuerdo con la ley y la jurisprudencia 
colombiana, salvo que el evento de fuerza mayor o caso fortuito haya ocurrido estando en mora la 
parte que invoca el evento de caso fortuito o la fuerza mayor. La ocurrencia del evento de fuerza mayor 
o caso fortuito debe ser comunicada el día de la ocurrencia del evento a más tardar el día hábil 
siguiente a la fecha de ocurrencia de este. Si dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la 
ocurrencia del evento de fuerza mayor o caso fortuito, la cual ha sido aceptada por la parte a quien le 
fue invocada, no se han superado sus efectos las partes convendrán un plazo de suspensión del 
término del convenio mientras se supera la situación.   
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA SEXTA. - DOCUMENTOS   DEL CONVENIO: Constituyen parte integral del 
presente convenio, los siguientes documentos: a) Oferta y/o propuesta presentada por EL ASOCIADO. 
b) Certificado de Disponibilidad Presupuestal. c) Registro Presupuestal. d) Constancia del pago de los 
impuestos y contribuciones que correspondan. e) Estudios previos. f) Análisis del sector. g) Cuadro de 
asignación de riesgos. h) Las actas y demás documentos que suscriban las partes. i) El Manual de 
Contratación del DEPARTAMENTO. e) Evaluación de propuesta.  
 
CLÁUSULA VIGÉSIMA SÉPTIMA: LUGAR DE EJECUCIÓN Y DOMICILIO CONTRACTUAL: Las 
actividades previstas en el presente convenio se desarrollarán en el Departamento del  Atlántico. El 
domicilio contractual será la ciudad de Barranquilla. 
 
Proyectó: Humberto Dávila/Abogada/Secretaría General 

Reviso: Fernando Bohórquez/Asesor Externo Secretaría General 
Revisó: Ricardo Luna Luna/Asesor de Despacho/Secretaría General 


